La Plata, 22 de septiembre de 2010.

Y VISTOS:


      Estos autos caratulados “Bim-Pex S. Pugliese & M. Brautigam Sociedad de Hecho y otros c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión Anulatoria”, causa nº 12.552, en trámite ante este Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo nº 2 de La Plata, a mi cargo, de los que:

RESULTA:


  I) Que la firma "Bim-Pex Sandra Pugliese & Marta Brautigam Sociedad de Hecho" y las señoras Marta Elisabeth Brautigam y Sandra Viviana Pugliese, mediante apoderado, promueven demanda contencioso-administrativa contra la Provincia de Buenos Aires, con el objeto de obtener la nulidad de la resolución nº 3.461/06 emitida por el Director Provincial de Rentas, mediante la cual se intimó por cinco días hábiles a las contribuyentes accionantes, a la presentación de declaraciones juradas y al pago del Impuesto provincial sobre los Ingresos Brutos, correspondiente a los períodos fiscales 01, 02, 03, 04, 07, 08 y 09 del año 2.004, por un importe total de pesos diez mil ciento sesenta y uno con cuarenta y nueve centavos ($ 10.161,49). 


 Requieren asimismo la nulidad de la liquidación de dicha deuda, materializada en el título ejecutivo nº 285.769 y sus anexos, en el marco de las actuaciones administrativas nº 2306-213.088/2006 de trámite ante el organismo tributario accionado, por la suma de pesos dieciséis mil setecientos veintitrés con treinta y cuatro centavos ($ 16.723,34); como así también la anulación de la resolución de fecha 23/05/2.007, emitida por la Gerencia Regional de Gestión Territorial Ciudad Autonoma de Buenos Aires, mediante la cual se dispuso el archivo de las actuaciones administrativas nº 2306-213088/06.


Solicitan se declare la inconstitucionalidad de los artículos 39 bis, 50, 86, 87 y 95 del Código Fiscal; de la resolución nº 328/02 emitida por el Ministerio de Economía provincial, y de las Disposiciones Normativas dictadas en su consecuencia, por la autoridad de aplicación tributaria. 


Señalan que la razón social compuesta por las contribuyentes accionantes, es una pequeña empresa orientada a prestar servicios al comercio exterior, especializada en actividad de despachante de Aduana. 

Advierten que en virtud del propio giro de su actividad comercial, el movimiento bancario en la cuenta corriente de las actoras es de carácter permanente, arrojando importes y saldos que no son exclusivamente los correspondientes a la materia imponible al efecto del cálculo del impuesto a los Ingresos Brutos, sino a movimientos propios de su estructura comercial y de negocios.


Aducen que la actividad gravada impositivamente es la de despachante de Aduana, en razón de lo cual, la base tributaria está dada únicamente por las sumas de dinero que las contribuyentes perciben en concepto de honorarios profesionales.


Reprochan la configuración de la base imponible adoptada por la Dirección Provincial de Rentas, por cuanto dicho concepto se encontraría desbordado, al incluirse en él, sumas de dinero por cuenta y orden de terceros, las cuales resultan propias del movimiento comercial de las accionantes y se hallan reflejadas en los resúmenes bancarios de las entidades financieras respectivas.


Advierten que ello demuestra la incorrección de la autoridad administrativa en materia tributaria, en computar como base imponible, sumas recibidas por cuenta y orden de terceros y que en nada corresponden al hecho imponible del tributo provincial cuestionado.


Enumeran las diversas operaciones -así como los saldos respectivos-, efectivizados durante los meses de enero, febrero, marzo, abril, julio, agosto y septiembre de 2.004, las cuales implicaron movimientos bancarios que incrementaron el existente en las cuentas corrientes, y cuyo detalle se hallaría registrado en la contabilidad de las actoras.


Aclaran que en concordancia con tales movimientos, las actoras efectuaron las presentaciones de las correspondientes declaraciones juradas, en su condición de despachantes de aduana, al tiempo que efectivizaron los pagos por las cantidades consignadas en los instrumentos señalados.


Aseveran que la autoridad administrativa, en forma unilateral y sin la intervención de las contribuyentes, liquidó el tributo -computando sumas de dinero existentes en la cuenta bancaria de exclusiva propiedad de las accionantes-, ejecutándolo judicialmente a través del proceso de apremio caratulado "Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/Sandra Pugliese y Marta Brautigam S.H. y ot. s/Apremio provincial", causa nº 11.869/06 en trámite ante este Juzgado a mi cargo.


Continúan diciendo que en el marco de tales actuados, la Dirección Provincial de Rentas decretó el embargo de las cuentas bancarias de propiedad de las contribuyentes, anoticiándoles tal medida en el mes de marzo de 2.007; en tanto que con anterioridad a tal fecha nunca fueron notificadas, por la autoridad administrativa, acerca de la existencia de trámite determinativo alguno, sobre supuestas deudas tributarias, como así tampoco de la promoción de un juicio de apremio en su contra.


Advierten que los actos administrativos cuestionados deben declararse ilegítimos asimismo, ante la ausencia absoluta de la debida intervención de las contribuyentes, en el curso y trámite de las actuaciones administrativas antecedentes, puesto que las dicentes fueron puestas en conocimiento de las mismas, recién ante la recepción de una carta documento donde se les comunicaba el embargo trabado sobre sus cuentas bancarias.


Entienden que tal proceder ha violado la defensa en juicio y el debido proceso adjetivo, privándolas del derecho a ser oídas, ofrecer y producir la prueba correspondiente y en su caso desvirtuar las imputaciones efectuadas; existiendo entonces una violación del procedimiento administrativo tributario previo, cuya tacha es la nulidad absoluta.


Agregan que bajo el mecanismo denominado "procedimiento de determinación express", se estimaron cifras y se calculó el tributo a ingresar, sobre bases que no se ajustan a la realidad de lo acontecido, para obligarlas, bajo una coacción inadmisible, al pago de sumas que muy difícilmente se devuelvan con posterioridad al contribuyente, con la misma celeridad que se fuerza para su pago.


Afirman que el procedimiento de determinación de deuda previsto por los artículos 102 y ss. del Código Fiscal, es el medio natural y adecuado para establecer el alcance de la obligación a tributar; operando como un derecho del particular y una garantía del recto accionar de la Administración, con la debida intervención del interesado, a fin de establecer la verdadera y real base imponible del tributo respectivo.


Explican que el agravio constitucional se genera, toda vez que por aplicación del "mecanismo express" referido, se permite a la autoridad administrativa adoptar una decisión, apartándose del camino normal y habitual en la determinación de deudas tributarias, generando en los hechos un estado de indefensión de la parte interesada, a quien sólo le resta pagar, y mas tarde discutir si eventualmente pudo o no tener razón; pero sin poder utilizar los medios de defensa previstos por la legislación fiscal.


Insisten en que los montos declarados difieren sustancialmente de los reclamados, con lo cual corresponde que la autoridad de recaudación disponga la apertura del procedimiento de determinación y realice una tarea de verificación tributaria, pues el supuesto de inexistencia manifiesta de la deuda, luce con patente evidencia.


Ponderan que la utilización de presunciones, a los efectos de fijar la base imponible, debe guardar una razonable correspondencia con los elementos tenidos en cuenta a tales fines; pauta que no aparece reflejada en el caso, cuando la supuesta deuda luce triplicada y evidencia una notable desproporción con los hechos económicos acaecidos.


Refieren que llevar a un trescientos por ciento (300 %) la base del cálculo, fundado en una presunción legal, resulta atentatoria del derecho de propiedad garantizado constitucionalmente y controvierte abiertamente los postulados limitadores establecidos por el Alto Tribunal Federal, fijados en el treinta y tres por ciento (33 %) como máximo.


Subrayan que tal actitud unilateral por parte de la autoridad tributaria, importa una discriminación o privilegio injusto y repudiado por el orden jurídico, de acuerdo a lo prescripto por las Constituciones Nacional y Provincial, a lo ordenado por las leyes reglamentarias y a lo establecido por los Altos Tribunales Federal y Provincial, en permanente doctrina legal.


Manifiestan que la "determinación express" establecida por el legislador fiscal, implementó una metodología discriminatoria incausada, mediante actos que simulan razones objetivas de diferenciación, en claro perjuicio para esa parte, y sin contar con el marco probatorio mínimo e imprescindible que dé razón al criterio caprichoso y antojadizo por parte del organismo de recaudación.


Agregan que a tenor de la naturaleza administrativa que reviste la función ejercida por la Dirección Provincial de Rentas, dicho organismo debe aplicar las normas establecidas en el régimen general que gobierna, en el caso, la emisión de actos administrativos en materia tributaria.


Destacan en tal sentido, la ausencia absoluta del dictamen legal emitido por los órganos que legalmente tienen atribuida la competencia (Asesoría General de Gobierno y Fiscalía de Estado); vicio de perceptible ilegalidad y gravedad institucional cuyo recaudo deviene de imprescindible cumplimiento a los efectos de otorgar validez a la formación de la voluntad estatal.

           Solicitan, como medida cautelar, se suspendan los efectos de la resolución nº 3.461/06 emitida por el Director Provincial de Rentas e instrumentada en el título ejecutivo identificado bajo el nº 285.769, como asimismo de la resolución de fecha 23 de mayo de 2.007 emitida por la Gerencia Regional de Gestión Territorial Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


Adjuntan documentación y ofrecen prueba informativa. 

 
Dejan planteada el caso constitucional federal.


II) A fojas 148/156 se dicta pronunciamiento cautelar, impugnado el cual por Fiscalía de Estado (fs. 170/174), se elevan las actuaciones ante el Tribunal de Alzada quien resuelve el acogimiento parcial de la vía recursiva impetrada, y en tal virtud se limita la manda cautelar a la suspensión de los efectos de la resolución nº 3.461/06, lo cual importa la abstención, por parte de la autoridad de aplicación tributaria provincial, de llevar adelante cualquier actuación administrativa o judicial, tendiente a exigir el cobro de las sumas de dinero liquidadas en tal decisorio administrativo (fs. 211/213).


III) Conferido el traslado de la demanda (fs. 219), se presenta Fiscalía de Estado, la contesta y requiere su íntegro rechazo (fs. 228/241).


Resalta que la situación planteada en autos resulta atribuible a la propia conducta discrecional del contribuyente accionante, lo que permite descartar -según su parecer- la impugnación intentada en autos.


Destaca que la actora omitió presentar las declaraciones juradas correspondientes al Impuesto sobre los Ingresos Brutos, en relación a los períodos fiscales enero a septiembre del año 2.004, y a abonar el ingreso del pago respectivo; en tanto que intimada a regularizar su situación, mantuvo la misma conducta reticente, infringiendo sendos artículos del Código Fiscal.


Recuerda que, como principio, los contribuyentes y responsables deben cumplir con los deberes consagrados en el Código Fiscal y en las respectivas reglamentaciones, con el fin de permitir o facilitar la recaudación, fiscalización y determinación de los gravámenes.


Explica que para el puntual caso de los contribuyentes de autos, el Código Fiscal exige la presentación mensual de declaraciones juradas referidas a la actividad que desarrollan y la consiguiente liquidación impositiva.


Encuentra probado que los contribuyentes actores, omitieron presentar las declaraciones juradas de los meses de enero a septiembre, conforme surgiría de los propios pasajes de la demanda como de la nota presentada, ante la autoridad administrativa, con fecha 09-03-2.007, fecha en la cual ya se había iniciado el juicio de apremio consecuente; refiriéndose recién en tal tardía oportunidad, cuál era el estado en que se hallaban frente al tributo reclamado.


Concluye que es la propia contribuyente, con su actuar negligente, quien ha generado la circunstancia de la cual ahora se agravia, y de la que pretende desvincularse tachando de inconstitucionales las normas en cuyo ámbito de aplicación, voluntariamente se colocó.


Encuentra improcedente la invocación de agravios constitucionales, puesto que, a la luz de la doctrina de la Corte Nacional, entiende que no resultan viables los reclamos que, como el de autos, se apoyan en situaciones atribuibles a la propia conducta discrecional del recurrente. 


Invoca antecedentes jurisprudenciales, a fin de demostrar la imposibilidad de atender los agravios portados por la actora, desde el control de constitucionalidad, al quedar afectados por las consecuencias de la conducta discrecional del propio afectado.


Interpreta que todas las quejas de las contribuyentes, encuentran como único apoyo, el hecho de no haber ingresado durante 9 meses, las pertinentes declaraciones juradas.


Estima razonable, que quien cumple con las cargas que el ordenamiento jurídico le impone, se vea inhibido de liberarse de las consecuencias disvaliosas de tal modo de proceder, acudiendo a la estrategia procesal de tachar de inconstitucionales las normas en las que, por su propia decisión, quedó comprendido.


Recuerda que, en atención al régimen especial de derecho público que regula la materia tributaria, el cumplimiento puntual y exacto de las obligaciones tributarias excede el interés individual, y afecta de manera directa al de la comunidad toda, dada su incidencia en la renta pública.


Sostiene que la actuación cuestionada no vulnera el principio de igualdad ante la ley, por cuanto el factor de diferencia utilizado en el caso, se basa en dos hechos ajenos a cualquier consideración en razón de las personas, puesto que el organismo evaluó en primer lugar el retraso superior a seis meses en la presentación de las declaraciones juradas y la necesidad de la administración, de contar con elementos suficientes como para estimar el impuesto no ingresado, sin necesidad de transcurrir el procedimiento determinativo reglado en el artículo 102 del Código Fiscal.


Refiere que en realidad, es la presentación del actor la que conduce a un trato intrínsecamente injusto, al igualar en sus consecuencias, su situación como contribuyente reticente, con la de aquellos otros que presentan sus declaraciones juradas mensuales, de forma regular, pretendiendo en suma igualar a desiguales (cumplidores con incumplidores).


Subraya que el sistema determinativo de pago, impugnado en autos, no merece reproche alguno desde lo constitucional.


Marca que la falta de presentación de declaración jurada, expone al contribuyente a una modalidad en la determinación de la deuda tributaria, diferente a la establecida con carácter general para los contribuyentes que sí formalizan aquella presentación.


Refiere que este mecanismo de excepción resulta válido, sin que la normativa en cuestión pueda ser tachada de inconstitucional, en tanto y en cuanto contienen una regulación válida de la integración provisoria de los tributos, frente a lo cual corresponde a los jueces aplicar la norma tal como el legislador la concibió, en vez de sustituir su voluntad.


Destaca la legitimidad constitucional del sistema fiscal, por el cual se liquida, como pago a cuenta de naturaleza provisoria, el gravamen de conformidad a las presunciones que prevé el artículo 39 bis del Código Fiscal, sin necesidad de cumplir con el procedimiento de determinación de oficio.


Explica que sólo se condiciona el inicio de la ejecución fiscal de esa liquidación a cuenta, a la previa intimación para que dentro de los cinco (5) días presenten las declaraciones juradas, originales o rectificativas, y abonen o regularicen el gravamen correspondiente con sus intereses.


Reitera que la Corte de Justicia Nacional, validó idéntico sistema de pago provisorio. Subraya que tales precedentes jurisprudenciales, respaldan suficientemente la postura fiscal y autorizan, por sí mismos, a desestimar el planteo de inconstitucionalidad ensayado respecto del artículo 50 del Código Fiscal.


Afirma que el procedimiento de liquidación express, no vulnera los derechos de propiedad y defensa en juicio del contribuyente.


Destaca que el artículo 39 bis del Código Fiscal, no incorporó una figura diferente, en materia de presunciones, sino que vino a ampliar los indicios establecidos en el artículo 39 del citado cuerpo legal, con algunos específicos que en forma complementaria a los antes existentes, permiten, mediante procedimientos ágiles, acceder a una estimación de los ingresos gravados a partir de los cuales se puede determinar el quantum de la obligación tributaria.


Invoca que el propio artículo 39 bis, primer párrafo in fine, admite que podrán tomarse las presunciones en las condiciones allí detalladas, salvo prueba en contrario, tratándose pues de presunciones iuris tantum, que sólo importan una inversión de la carga de la prueba, pasibles de ser desvirtuadas por el contribuyente.


Defiende la razonabilidad de disponer el cálculo de la deuda, en base a las acreditaciones bancarias constatadas, lo cual incide en la esfera patrimonial del contribuyente de manera no definitiva, aplicable únicamente ante el reiterado incumplimiento de la ley tributaria.


Expresa que, aún en el hipotético caso que realmente hubiera existido un error en la liquidación, y que el monto reclamado superase el impuesto regularmente ingresado, niega que el mismo resultase confiscatorio en relación al patrimonio del actor.


Advierte que dentro de nuestro sistema jurídico, se admite que el contribuyente deba postergar su derecho de propiedad en función de un valor considerado superior, como es el de la normal y oportuna percepción de los impuestos.


Aclara que por ello existen instituciones tales como el pago previo y la demanda de repetición, las cuales condicionan la discusión en torno a las obligaciones fiscales, a que el contribuyente abone previamente sus impuestos.


Pondera que el simple hecho que el actor diga que el impuesto liquidado es mayor al que realmente debió haber ingresado, no resulta suficiente para desplazar aquel principio que es propio de nuestro sistema jurídico y que tiende a preservar el normal funcionamiento de los servicios públicos esenciales que tiene a su cargo el Estado.


Resalta que ello cobra aún mayor sentido, ni bien se advierte que el actor no ha demostrado que el impuesto reclamado supere sus reales y efectivas posibilidades económicas, y que no pueda abonar la liquidación, ni siquiera a través de las facilidades de pago que ofrece la autoridad fiscal.


Encuentra inviable el planteo de inconstitucionalidad intentado, respecto de los índices de adecuación que prevé el artículo 39 bis del Código Fiscal, por cuanto se basa en genéricas afirmaciones que no alcanzan para invalidarlos con base constitucional.


Sostiene que el planteo de inconstitucionalidad de los intereses establecidos por el Código Fiscal, en caso de mora en el pago de los impuestos, debe ser desestimado, puesto que la contribuyente no ha logrado acreditar de qué modo, la aplicación de tales intereses le causaría un grave perjuicio, o sería confiscatorio de su patrimonio.


Agrega que el porcentaje de interés regulado por el Código Fiscal, para el pago tardío, guarda razonable relación con el bien jurídico que se pretende proteger de ese modo, cual es el mantenimiento de la renta pública indispensable para que el Estado pueda cumplir con sus variados e impostergables compromisos y con sus fines esenciales.


Realiza una negativa de orden genérico, en relación a aquellos extremos que no han sido objeto de explícito reconocimiento.


Ofrece como prueba, las actuaciones administrativas agregadas en la presente causa. Deja planteado el caso constitucional, provincial y federal.

IV) Siendo las actuaciones administrativas agregadas en autos, la única prueba ofrecida por las partes, se confirió traslado a las mismas a fin de exponer sus alegaciones (fs. 244). Glosados los respectivos alegatos (fs. 248/249 y 250), y habiendo adquirido firmeza el llamamiento de autos para sentencia (fs. 253 y 255), la causa quedó finalmente en estado de emitir pronunciamiento (art. 49, C.C.A., ley 12.008); y

CONSIDERANDO:

1º) Que tal como han quedado expuestas las argumentaciones vertidas por las partes, el thema decidendum estriba en resolver acerca de la legitimidad, o no, de la resolución nº 3.461 emitida por el Director Provincial de Rentas, con fecha 02-08-2.006.


En tal decisorio, publicado en el Boletín Oficial del 21-09-2.006, la autoridad resolvió “intimar, por cinco (5) días hábiles, a los contribuyentes del Impuesto sobre los Ingresos Brutos mencionados en el anexo de la presente, a la presentación de declaraciones juradas y pago del tributo por los períodos e importes que se consignan en el mencionado anexo, todo ello, de conformidad con los artículos 39 bis y 50 del Código Fiscal t.o. 2.004 (texto según Ley 13.405” (art. 1º, res. nº 3.461/06; fs. 130 de autos)


Asimismo, dispuso “notificar la presente por medio de edictos que publicarán por cinco (5) días en el Boletín Oficial de la Provincia de Buenos Aires” (art. 2º).


Por su parte, el anexo conjunto a la resolución (fs. 131), intima puntualmente a la firma contribuyente -aquí accionante- “Sandra Pugliese & Marta Grautigam S.H.” (CUIT Nº 30-70791618-0), a la presentación de declaración jurada y pago, de los siguientes períodos fiscales: 01/2.004 (por un monto de $ 1.205,86); 02/2.004 ($ 518,17); 03/2.004 ($ 904,10); 04/2.004 ($ 973,48); 07/2.004 ($2.419,60); 08/2.004 ($ 1.675,33) y 09/2.004 ($2.464,95).


Para así decidir, la autoridad de aplicación consideró “que el artículo 50 del Código Fiscal (t.o. 2.004, texto según ley 13.405, B.O. 30/12/05) faculta a la Dirección Provincial de Rentas a reclamar por vía de apremio el Impuesto sobre los Ingresos Brutos a contribuyentes que hubieren incurrido en conductas calificadas como reticentes, de conformidad al artículo 39 bis (texto incorporado por la citada Ley) y la Disposición Normativa Serie “B” Nº 12/06, reglamentaria de la citada norma” (fs. 130/131 de autos).


“Que se ha revelado la existencia de más de cincuenta y ocho mil ($58.000) contribuyentes que no cumplieron con la presentación de las declaraciones juradas pro seis o más anticipos de los años 2004 y 2005, dando lugar a la aplicación del citado procedimiento. Que la actitud contumaz detectada en este grupo de contribuyentes habilita la filiación por terceros, habiéndose utilizado en el caso el monto de las acreditaciones bancarias del contribuyente informado por los agentes de retención, aumentado en la forma autorizada por el inciso 3º del artículo 39”.


“Que, con carácter previo a la vía ejecutiva, y en cumplimiento de las previsiones legales mencionadas, se procedió a notificar a los contribuyentes, a los efectos de que presenten las declaraciones juradas y abonen el impuesto correspondiente con sus intereses y regularicen su situación mediante el acogimiento a un plan de pagos vigente”.


2º) Tal como se desprende de las constancias glosadas en autos, la Dirección de Técnica Tributaria de la Dirección Provincial de Rentas (actual A.R.B.A.), advirtiendo que la firma “Bim Pex S. Pugliese & M. Brautigan Sociedad de Hecho” (CUIT nº 30-70791618-0), no cumplimentó en tiempo con su obligación de presentar declaraciones juradas y efectuar los respectivos pagos, por los referidos anticipos del período fiscal 2.004, en su carácter de contribuyente activo frente al Impuesto sobre los Ingresos Brutos provincial, es que ”debió recurrir a las herramientas legales con las que cuenta en resguardo del crédito fiscal, prescriptas en los artículos 39 bis y 50 del Código Fiscal” (v. informe adjunto a fojas 38/43 de autos); normativas ambas, en las cuales se subsume la actuación cuestionada y cuya constitucionalidad se controvierte en autos. 


El citado artículo 39 bis, dispone en su parte respectiva que “para determinar la cuantía de las ventas, prestaciones de servicios u operaciones, en los casos de contribuyentes o responsables que no hubiesen presentado declaraciones juradas o abonado la liquidación practicada por la Autoridad de Aplicación por seis o más anticipos correspondientes al período fiscal en curso o a los últimos dos períodos fiscales vencidos…podrá tomarse como presunción, salvo prueba en contrario:…3) El equivalente hasta tres veces el monto total de las acreditaciones bancarias, neto de remuneraciones obtenidas en relación de dependencia, jubilaciones, pensiones, préstamos de cualquier naturaleza, transferencias entre cuentas del mismo titular y contrasientos por error, efectuadas en cuenta corriente, caja de ahorro y/o similar de titularidad del contribuyente o responsable, durante el lapso de un mes, constituye monto de ingreso gravado del Impuesto sobre los Ingresos Brutos para ese período… La Autoridad de Aplicación podrá valerse de una o varias de las presunciones previstas en el presente Artículo” (art. 39 bis, parágrafo tercero del Código Fiscal provincial, ley 10.397, texto según ley 13.405, ésta última publicada en el B.O. del 30-12-2.005).

Por su parte, el artículo 50 del mismo cuerpo normativo dispone, en lo pertinente al presente pleito, que “…tratándose de contribuyentes o responsables a los que se hace referencia en el artículo 39° bis, podrá requerírseles por vía de apremio, el pago a cuenta del gravamen que en definitiva les sea debido abonar, de la suma que la Autoridad de Aplicación liquidará de conformidad a las presunciones previstas en la norma citada, sin necesidad de cumplir con el procedimiento de determinación de oficio. En ningún caso, el importe que el contribuyente declare o rectifique y abone o regularice en el plazo previsto en el párrafo siguiente podrá ser inferior a las dos terceras partes de los importes estimados por la Autoridad de Aplicación. Previo a proceder a la vía de apremio, la Autoridad de Aplicación intimará a los contribuyentes para que dentro de los cinco (5) días presenten las declaraciones juradas, originales o rectificativas, y abonen o regularicen el gravamen correspondiente con sus intereses. A tales efectos, la Dirección Provincial de Rentas podrá, con carácter general, establecer un régimen de facilidades de pago para la cancelación de los anticipos que hubiera liquidado de conformidad al procedimiento previsto en el presente artículo…no admitiéndose ningún tipo de reclamo contra el importe requerido sino por la vía de la repetición y previo pago de las costas y gastos del juicio e intereses que correspondan” (art. 50, parágrafos cuarto y quinto, ley 10.397, texto según ley 13.405 citada; el destacado me pertenece).


3º) Conforme explica en autos, la propia autoridad de aplicación tributaria, “debe indicarse que el legislador ha previsto en los artículos 39 bis y 50 del Código Fiscal (t.o. 2.004 modificado por ley nº 13.405), medidas tendientes a combatir la evasión fiscal, mediante un procedimiento que se pone en marcha ante el ‘reticente’ comportamiento de los contribuyentes. Corresponde aclarar que el mismo no constituye un procedimiento de determinación de la deuda, sino que se trata de un mecanismo expeditivo que encuentra sustento en LA PREVIA INCONDUCTA FISCAL EXHIBIDA POR EL CONTRIBUYENTE y a través del cual, mediante una determinada presunción sustentada en datos objetivos, se pretende allegar a las arcas fiscales las sumas de dinero que oportunamente no ingresó el responsable (el resaltado me pertenece)”.


“En síntesis, -continúa informando la autoridad-, a la luz de las citadas normas la omisión de la presentación de seis o más anticipos correspondientes a los dos últimos períodos fiscales respecto de los cuales se evidencia una actividad gravada por el tributo, da lugar al uso de una presunción legal prevista en el punto 3 del citado artículo 39 bis, que considera monto de ingreso gravado al importe de acreditaciones bancarias informado por entidades financieras (Régimen de Recaudación Créditos Bancarios) y el procedimiento previsto en la Disposición Normativa Serie “B Nº 12/06” (v. informe de fs. 39/vta. de autos). 


Por su parte, el procedimiento instaurado por tal reglamentación impositiva, determina que “de acuerdo a lo que se dispone en el nuevo texto del artículo 50, para poder proceder a la vía de apremio, la Autoridad de Aplicación debe previamente, intimar al contribuyente para que en un plazo perentorio presente las declaraciones juradas originales o rectificativas y se avenga a cancelar o regularizar la deuda que se le reclama” (parágrafo quinto de los considerandos de la D. N. Serie “B” nº 12/06, D.P.R.).


De allí que, según el mecanismo expedito reglamentado por el Subsecretario de Ingresos Públicos de la ex Dirección Provincial de Rentas, la autoridad, al tipificar como “reticente” a la firma contribuyente de autos, procedió a liquidar -en base a la presunción obtenida de las acreditaciones bancarias de la misma-, el tributo dejado de abonar por los siete (07) anticipos del período 2.004, para seguidamente intimar a la contribuyente, por el término de 05 (cinco) días, a fin de que declare el impuesto y lo abone (o se acoja a un plan de pagos); ello, bajo apercibimiento de dar inmediata promoción al juicio ejecutivo de apremio judicial consecuente; instancia procesal ésta que finalmente efectivizó, persiguiendo el coactivo cobro de la deuda, para con la firma aquí actora (conf. arts. 4º, inciso 3.1., 7º y 8º de la D.N. “B” referida).


Por su parte, las contribuyentes accionantes, se agravian, precisamente, de “tal mecanismo expeditivo de ejecución de la deuda” aplicado por la autoridad a su caso, por cuanto, a su entender, “dicho proceder de la autoridad administrativa implicó la violación de la defensa en juicio y el debido proceso adjetivo, privando a esta parte del derecho a ser oído, ofrecer y producir la prueba correspondiente, y en su caso, desvirtuar las imputaciones efectuadas. El acto cuestionado, abriga el vicio configurado por la indebida omisión de participación de la parte interesada, recaudo de imprescindible cumplimiento a los efectos de otorgar validez al comportamiento estatal. Existe una violación del procedimiento previo, cuya tacha es la nulidad absoluta” (ap. 4º del escrito de inicio, fs. 22 vta./23).


Tal crítica es de recibo.


En idéntica forma a lo concluido por la Excelentísima Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo de La Plata, en numerosos precedentes donde se debatía idéntica cuestión a la aquí ventilada, “el análisis del mecanismo de determinación de obligaciones tributarias establecido por los artículos 39 bis y 50 del Código Fiscal -texto según ley 13.405- y reglamentado por los artículos 4, 6 y 7 de la Disposición Normativa Serie B. Nº 12/06, utilizado por la Subsecretaría de Ingresos Públicos del Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires para dictar un acto administrativo como el que se cuestiona en autos, denota que el mismo no contempla la intervención previa del interesado contribuyente, privándolo de ser oído, de ofrecer y de producir la prueba correspondiente y, en su caso, de desvirtuar las imputaciones que se le efectúen”.


“Dicha circunstancia, por sí sola, es suficiente y obliga a reconocer que el procedimiento en crisis -conocido como de Liquidación Express- vulnera la garantía constitucional de defensa en juicio” (el destacado me pertenece).


“Ese estado de indefensión inicial generado a partir de la calificación que se efectúa, al señalarse que el presente no está incluido en el art. 102 del Código Fiscal, automáticamente acarrea como consecuencia inmediata, la injustificada exclusión de la resolución atacada, de los supuestos susceptibles de ser impugnados a través de los recursos de reconsideración y de apelación previstos en los artículos 104 y sgtes. del Código Fiscal, herramientas éstas que, para el caso suscitado, constituyen la salvaguarda del debido proceso en sede administrativa” (C.C.A.L.P., causa nº 3.905, “Berstein c/Fisco s/Medida Cautelar Anticipada”, res. del 05-XII-2.006).


Repárese que idéntica conclusión fue esbozada por la Alzada, en el pronunciamiento emitido en los presentes actuados (fs. 211/212), el cual, si bien halla por antecedente la medida cautelar dictada a fojas 148/156, no obstante el derecho que en tal estadío lucía prima facie verosímil, ha cobrado finalmente, al momento del dictado del presente resolutorio de mérito, debida certeza, habiendo transcurrido el correspondiente período de cognición, en cuyo marco se evaluaron las circunstancias comprobadas del caso, en razón de todos los elementos probatorios adunados en autos. 


Es que de acuerdo a los hechos afirmados por las partes, corroborados por las constancias probatorias adunadas, se desprende que la autoridad llevó efectivamente a cabo, el trámite expeditivo y coactivo de intimación y cobro, contra la firma contribuyente actora, determinando la deuda por los períodos 01 a 04 y 07 a 09 del año 2.004 e intimando a la presentación de las respectivas declaraciones juradas y a su pago inmediato; ello, con fecha 23 de agosto de 2.006 (fs. 130 de autos).


Seguidamente, con fecha 30 de noviembre de 2.006, emitió el título ejecutivo nº 285.769, y con fecha 26 de diciembre de 2.006 promovió las actuaciones caratuladas “Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Sandra Pugliese y otros s/ Apremio Provincial”, causa nº 11.869 en trámite ante este Juzgado a mi cargo, en cuyo seno se libró el mandamiento de intimación de pago y se dispuso la inhibición general de bienes de la firma ejecutada (fs. 16 vta. de tales obrados ejecutivos), así como el embargo sobre activos financieros, decretado por el propio organismo fiscal (fs. 19 de estos últimos).


De allí que, como con acierto destaca la Alzada, “tal procedimiento expeditivo, en cuanto prescinde de la oportuna y suficiente participación de la contribuyente de autos, vulnera la garantía constitucional de defensa en juicio,  en tanto es susceptible de generar, en relación a la parte interesada, un estado de indefensión de tal envergadura, que sólo le quedaría la posibilidad de pagar y más tarde discutir si eventualmente pudo o no tener razón, omitiendo el efectivo ejercicio del derecho de defensa en sede administrativa (arts. 18, Constitución Nacional y 15, Constitución Provincial)” (C.C.A.L.P., causa nº 4.771, “G.A.M. s/Amparo”, res. del 15-V-2.007).


Así, el análisis del mecanismo de determinación impositiva “utilizado por la Dirección Provincial de Rentas para dictar un acto administrativo como el que se cuestiona en autos, importa dejar de lado el procedimiento de determinación tributaria previsto en el artículo 102 del Código Fiscal, sin una razón jurídica objetiva y valedera” (C.C.A.L.P., causas “Berstein” citada y nºs. 8.492, “Juan José Daga c/Fisco s/Legajo de Apelación”, res. del 17-II-2.009; 9.497, “Wainer c/A.R.B.A. s/Legajo de Apelación”, res. del 03-IX-2.009)


Repárese que tal cauce natural para efectuar una verificación tributaria sobre el estado de un contribuyente -es decir, el procedimiento adecuado a fin de evaluar de oficio lo adeudado, ante la ausencia de declaración jurada antecedente, o si lo declarado y pagado se corresponde finalmente con lo efectivamente debido-, se halla dotado normativamente, en todo caso, de una suficiente intervención previa por parte del interesado contribuyente, a fin de ser oído, y de que pueda ofrecer y luego producir los medios de prueba necesarios, conforme prevén los artículos 102 y 103 del Código Fiscal aplicable (ley 10.397 y modif.), en tanto éstos estipulan la posible vista, descargo y acreditación de la defensa por el contribuyente. 

Ello así, para que eventualmente, el contribuyente pueda incluso desvirtuar las imputaciones que se le efectúen, a través de la interposición del recurso de reconsideración ante la propia autoridad de aplicación, con su correspondiente fundamento y posible prueba a ofrecer (arts. 104 a 108 del Cód. Fiscal), o el recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal de Apelación (arts. 104, 109 a 119, Cód. Fisc.); procedimientos en los cuales la normativa fiscal prevé, de igual modo, debida sustanciación, como asimismo oposición de excepciones, oportuno ofrecimiento y producción de prueba, e inclusive el dictado de medidas para mejor proveer (art. 114, Cód. Fisc.).

Por el contrario a ello, el modo de proceder de la administración, en cuanto aplicó a la firma contribuyente el trámite abreviado de liquidación express, “implicó someter al contribuyente a una situación de perjuicio irreparable pues, la afectación a su derecho de defensa, carece de toda posibilidad de saneamiento ulterior” (C.C.A.L.P., causas nºs. 10.343, “Morón c/Fisco s/Pretensión Anulatoria”, res. del 05-IV-2.010 y 11.012, “Voacer c/A.R.B.A. s/Pretensión Anulatoria”, res. del 02-IX-2.010).


Cabe referir asimismo, que en los obrados ejecutivos, agregados a las presentes actuaciones, la Alzada también remarcó la “afectación del derecho de defensa en sede administrativa”, para con la firma contribuyente compelida al cobro ejecutivo consecuente de la deuda (C.C.A.L.P., fallo emitido en la causa nº 6.483, “Fisco c/ Sandra Pugliese y otros s/ Apremio”, sent. del 15-IX-2.009; fs. 609/612 de dichos autos, agregados a los presentes).


Tal exégesis permite concluir que, en efecto, el procedimiento expeditivo de liquidación express, llevado a cabo por el organismo fiscal, para con la firma contribuyente de autos, violentó sin dudas, su efectivo ejercicio del derecho de defensa en sede administrativa (arts. 18, Const. Nac. y 15 Const. Pcial.).

Es que la regla de la defensa en juicio -que como es sabido también posee sus raíces en el derecho supranacional (art. 75 inc. 22 de la C.N.)-, funciona en el procedimiento administrativo como una garantía para el contribuyente y constituye un requisito formal de razonabilidad del actuar administrativo (S.C.B.A., causas B. 56.761, sent. del 19-II-2.002; B. 59.983, sent. del 16-II-2.005, entre otras), presupuesto que no se luce cumplimentado por la actuación administrativa cuestionada.


4º) Por su parte, la argumentación en contrario, esgrimida por la demandada, no permite en modo alguno disminuir la fuerza convictiva de la precedente conclusión.


4.1. En efecto, conforme se desprende de la contestación de demanda, la representación fiscal subraya, en defensa del procedimiento de liquidación expedito que aquí se cuestiona, la circunstancia de que la Corte Nacional ha validado la constitucionalidad del sistema de intimación abreviada y cobro expedito que aquí se cuestiona; ello, con cita de sendos precedentes.


Ahora, la atenta lectura de los mismos, en cuyo seno se cuestionaban actuaciones fiscales realizadas a la luz de la figura tributaria del “pago provisorio de impuestos vencidos” (art. 31 de la ley de procedimiento tributario nacional, ley 11.683, t.o. 1.978 y sus modif.), permite resaltar que sus fallos no obstan en modo alguno a la comprobada afectación del derecho de defensa para con la firma contribuyente de autos, tal como ut supra se concluyó. 


Así, obsérvese que desde antiguo, el cimero Tribunal Federal, ha dejado sentado que “la facultad del Fisco de requerir a quienes no presenten sus declaraciones juradas, el pago provisorio de impuestos vencidos debe interpretarse restrictivamente, por constituir una excepción al principio por el cual, resultan impugnables por el contribuyente, las determinaciones de oficio” (C.S.J.N., Fallos: 298:626, “Fisco Nacional c/ Sasetru”, sent. del 06-IX-1.977; consid. nº 5; el destacado me pertenece).

 
De igual modo, en posterior fallo, reiteró “la interpretación restrictiva a la que debe someterse la facultad del Fisco de requerir a quienes no presentaren sus declaraciones juradas el pago provisorio de impuestos vencidos…siendo, pues, una excepción a la regla según la cual se reconoce a los contribuyentes el derecho a impugnar las determinaciones de oficio” (C.S.J.N., Fallos: 305:1.051 “Fisco Nacional c/ Cuesta”, sent. del 09-VI-1.983; consid. nº 5).


Asimismo, el Tribunal dispuso que, como había referido en Fallos: 303:996, “para que proceda liquidar el gravamen mediante el sistema de pago a cuenta, es menester -entre otros-, que la Dirección General Impositiva conozca por declaraciones o determinaciones de oficio la medida en que les ha correspondido tributar gravamen en períodos anteriores no prescriptos. Satisfechos tales extremos adquiere viabilidad la presunción de existencia de deuda por el período fiscal en el que no se cumplió el deber formal referido, determinable sobre la base del impuesto debido anteriormente” (consid. nº 6).


A diferencia del presente caso, en aquellos supuestos, la administración federal tuvo en cuenta, para presumir la deuda, determinaciones o declaraciones juradas ya efectivizadas por el contribuyente, en períodos fiscales anteriores, es decir que se habilita el ejercicio oficioso de presumir “sobre lo que viene tributando en ejercicios anteriores”.


Tal figura, que tiene su debido correlato en el procedimiento administrativo tributario provincial (art. 50, parágrafo segundo, Código Fiscal, ley 10.397 y modif.), resulta un supuesto que no se aplica ni se discute en autos.


Ello así por cuanto tal hipótesis difiere ostensiblemente, de la presunción legal adoptada por la autoridad fiscal, en el presente caso, en el cual se consideró “monto del ingreso gravado, al importe de acreditaciones bancarias informado por entidades financieras, sin necesidad de cumplir con el procedimiento de determinación de oficio” (v. informe elaborado por la Dirección Provincial de Rentas, fs. 39 de autos), computándose en definitiva como base imponible -como con acierto alega la actora-, sumas dinerarias recibidas por cuenta y orden de terceros, tal como se desprende de la documental acompañada por la firma accionante (cifrada “Anexo II – Informes de Saldo y Movimientos bancarios”, fs. 327 y ss. de autos), instrumental que permite corroborar su dichos, en cuanto a que los montos allí plasmados no conforman, necesariamente, la base imponible a tenor de lo cual ha de tributar la sociedad de hecho contribuyente actora, en su carácter de contribuyente del Impuesto sobre los Ingresos Brutos.


A diferencia de ello, precisamente en fallo posterior al anterior citado, el Tribunal Federal reitera que la autoridad debe emplazar al contribuyente, requiriéndole el pago a cuenta “del gravamen que en definitiva les corresponda abonar, de una suma equivalente al gravamen declarado o determinado en el período fiscal o anticipo más próximo, según corresponda, por cada una de las obligaciones omitidas” (C.S.J.N., Fallos: 316:2.764, “Municipalidad de la Ciudad – Recurso de Hecho”, sent. del 07-XII-1.993, consid. nº 4º; el destacado me pertenece).


Tan así, que la inobservancia de dicha manda, importó en tal caso, dejar sin efecto la sentencia recurrida, por cuanto “la exigencia del pago provisorio de impuestos no se encuentra precedida de declaración jurada o determinación de oficio alguna” (consid. nºs. 6 y 7 in fine).


“Que en tales condiciones -concluye el Tribunal-, la decisión recurrida, en tanto prescindió de compulsar el cumplimiento del referido recaudo -atinente, como se tiene visto, a que la suma exigida se calcule sobre la base de ‘suma equivalente al gravamen declarado o determinado en el período fiscal o anticipo más próximo, según corresponda, por cada una de las obligaciones omitidas’-, y permitió obviar el mecanismo de determinación de oficio -en cuyo marco el administrado cuenta con la posibilidad de ejercer adecuadamente el derecho de defensa-, no se exhibe como una derivación razonada del derecho aplicable, con referencia a los hechos comprobados en la causa y, por lo tanto, resulta sujeta a su descalificación” (consid. nº 7; el destacado me pertenece).



Así, “la facultad asignada al fisco para requerir el pago provisorio de impuestos vencidos a quienes no presentan declaraciones juradas debe interpretarse restrictivamente, por constituir, en la especie, una excepción al principio relativo a la determinación de oficio de las obligaciones tributarias y teniendo en consideración que, en dicho marco, el contribuyente cuenta con las vista que asegura la defensa de sus derechos (así también, doctrina de Fallos: 298:626)” (consid. nº 5; el destacado me pertenece).


Finalmente, deviene asimismo inatendible la especial cita de Fallos: 331:17, dictado por la actual integración del Supremo Tribunal; ello por dos razones: primeramente, por cuanto la representación fiscal se apoya exclusivamente en el voto de los magistrados (Dres. Fayt y Zaffaroni), quienes conformaron la decisión minoritaria del pronunciamiento (por mayoría se desestimó la queja esgrimida, concluyéndose que el recurso extraordinario entablado, no se dirigía contra una sentencia definitiva o equiparable a tal).


Sin perjuicio de ello, cabe referir que tales magistrados decidieron por su parte, no obstante, que “el accionar desplegado por el organismo recaudador en la especie, ostenta un excesivo rigor formal y se muestra incompatible con los principios que deben ceñir la correcta aplicación, percepción y fiscalización de los tributos”, dado que a su entender, la A.F.I.P. se excedió en el ejercicio de la facultad que otorga el artículo 31 de la ley 11.683, recordando que la misma “consiste en la determinación e intimación del pago provisorio de un impuesto vencido, llevado a cabo al margen del sistema que consagran los artículos 16, 17, y 18 de la normativa de referencia” (es decir, procedimiento de determinación de oficio) (consid. nºs. 7 y 13, voto minoritario).

 
“Por ende -concluyen los jueces-, la facultad asignada al Fisco Nacional para requerir el pago provisorio de impuestos vencidos a quienes no presenten declaraciones juradas debe interpretarse restrictivamente, por constituir, en la especie, una excepción al principio que consagran dichos artículos, relativos a la determinación de oficio de las obligaciones tributarias, como así también teniendo en consideración que, en ese marco, la contribuyente cuenta con la vista que asegura la defensa de sus derechos (doctrina de Fallos: 298:626, entre otros)” (C.S.J.N., Fallos: 331:17, “A.F.I.P. c/ A. G.”, sent. del 05-II-2.008; el destacado me pertenece).


4.2. Tampoco es dable recoger la defensa sustentada por la representación fiscal, en punto a que “la situación que agravia al actor no es más que la consecuencia de un obrar previo suyo contrario al ordenamiento jurídico, situación que inhabilita el planteo de inconstitucionalidad intentado”, puesto que en autos no se ventila la legitimidad de la autoridad de aplicación, de obtener el cumplimiento de la presentación -por parte de los contribuyentes-, en tiempo y forma de sus declaraciones juradas, sino precisamente, que tal facultad -máxime si, como en el caso, concluye en el recupero coactivo de las sumas liquidadas, lo cual se cauteló por diversos remedios precautorios-, ha de emplearse en el marco del procedimiento natural y adecuado de verificación tributaria; procedimiento que contemple la debida y suficiente intervención previa del interesado contribuyente, tal el así pautado por medio de los artículos 102, ss. y concs. del Código Fiscal.


A la luz de ello es que se concluye que ese resulta ser el andarivel procedimental apropiado, en tanto el trámite administrativo abreviado (liquidación express), vulneró sin duda alguna, en el puntual caso sub judice, la garantía constitucional de defensa en juicio de la firma contribuyente aquí accionante (C.C.A.L.P., causa nº 10.078, “Concellón c/A.R.B.A. s/Pretensión Anulatoria”, res. del 22-IV-2.010)

5º) A mérito de los fundamentos expuestos, juzgo que corresponde hacer lugar a la demanda promovida por la firma contribuyente “BIM-PEX, Sandra Pugliese & Marta Brautigam Sociedad de Hecho” (CUIT Nº 30-70791618-0), declarando la inconstitucionalidad, en su aplicación concreta al caso de marras, de los artículos 39 bis, parágrafo 3º, 50 parágrafos 4º y 5º del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires (T.O. ley 13.405) y artículos 4, 6 y 7 de la Disposición Normativa Serie “B” Nº 12/06 dictada por la Dirección Provincial de Rentas, en cuanto permitieron a la autoridad de aplicación tributaria, reclamar a la firma contribuyente actora, por medio de trámite expedito y coactivo de intimación y cobro, la presentación de declaración jurada y el pago de los períodos 01, 02, 03, 04, 07, 08 y 09 de 2.004 del Impuesto sobre los Ingresos Brutos provincial.

En consecuencia, corresponde anular la resolución nº 3.461/06, suscripta por el Director Provincial de Rentas, con fecha 02-08-2.006, así como la dictada con fecha 23-05-2.007, por el Gerente Regional de Gestión Territorial del organismo accionado, por cuyo medio se ordenó el archivo de las actuaciones administrativas nº 2.306-213.088/06; y de igual modo, ordenar a la A.R.B.A., a sustanciar el procedimiento de determinación de oficio, normado por los artículos 102 y ss. del Código Fiscal aplicable (ley 10.397 y modif.), con relación a los anticipos y período fiscal citados (arts. 3, 12 inc. 1°, 50 inc. 2º y concs. C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101; 18, Const. Nac.; 15 Const. Pcial. 39 bis, 50, 101, 102 a 115 del Código Fiscal, ley 10.397 y modif.). 

Las costas se imponen en el orden causado, por no configurarse en este proceso las causales de excepción que autorizan su imposición a la vencida (art. 51, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101 (S.C.B.A., causas A. 68.418, “Asenjo” y A. 68.835, “Bonanno”, ambas del 15-IV-2.009).
Por ello,

FALLO: 

1º) Hacer lugar a la demanda promovida por la firma contribuyente “BIM-PEX, Sandra Pugliese & Marta Brautigam Sociedad de Hecho” (CUIT Nº 30-70791618-0), declarando la inconstitucionalidad, en su aplicación concreta al caso de marras, de los artículos 39 bis, parágrafo 3º, 50 parágrafos 4º y 5º del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires (T.O. ley 13.405) y artículos 4, 6 y 7 de la Disposición Normativa Serie “B” Nº 12/06 dictada por la Dirección Provincial de Rentas, en cuanto permitieron a la autoridad de aplicación tributaria, reclamar a la firma contribuyente actora, por medio de trámite expedito y coactivo de intimación y cobro, la presentación de declaración jurada y el pago de los períodos 01, 02, 03, 04, 07, 08 y 09 de 2.004 del Impuesto sobre los Ingresos Brutos provincial.

En consecuencia, corresponde anular la resolución nº 3.461/06, suscripta por el Director Provincial de Rentas, con fecha 02-08-2.006, así como la dictada con fecha 23-05-2.007, por el Gerente Regional de Gestión Territorial del organismo accionado, por cuyo medio se ordenó el archivo de las actuaciones administrativas nº 2.306-213.088/06; y de igual modo, ordenar a la A.R.B.A., a sustanciar el procedimiento de determinación de oficio, normado por los artículos 102 y ss. del Código Fiscal aplicable (ley 10.397 y modif.), con relación a los anticipos y período fiscal citados (arts. 3, 12 inc. 1°, 50 inc. 2º y concs. C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101; 18, Const. Nac.; 15 Const. Pcial. 39 bis, 50, 101, 102 a 115 del Código Fiscal, ley 10.397 y modif.). 

2º) Imponer las costas en el orden causado (art. 51, C.C.A, ley 12.008, texto según ley 13.101).

3º) Agregar la documentación oportunamente acompañada por la parte actora, reservada en la Caja de Seguridad del Juzgado, bajo la nomenclatura “Nº 12.552”.


4°) Regular los honorarios profesionales del letrado apoderado de la parte actora, doctor Miguel E. H. Oroz, en la suma de pesos dos mil doscientos ($ 2.200), y los del letrado patrocinante, doctor Carlos Alfredo Botassi, en la suma de pesos dos mi ochocientos ($ 2.800); cantidades a las que deberán adicionarse el 10 % en concepto de aporte previsional (arts. 12, inc. “a”, 16 y concs., ley 6.716 y modif.; 9, 10, 13, 14, 15, 16, 22, 44, 51, 54, 57 y concs. del decreto-ley 8.904/77 y modif.). 


Regístrese y notifíquese.

      Registro Nº .............

ANA CRISTINA LOGAR





              Juez

  


                 en lo Contencioso Administrativo nº 2




                            Dpto. Judicial La Plata

